
 

 

 

 

PROYECTO DE LEY No. ___ DE 2026 

 

“Por medio de la cual se expide la Ley Mejor es Vivienda, se honra la memoria y se 
reconoce el legado de Germán Vargas Lleras por sus aportes a la política de vivienda 
en Colombia, se fortalecen los instrumentos para el acceso efectivo a la vivienda y se 

dictan otras disposiciones” 

 

CAPÍTULO I OBJETO, HONRA Y RECONOCIMIENTO DEL LEGADO  

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto fortalecer, en complemento de las 
Leyes 1537 de 2012 y 2079 de 2021, la Política de Vivienda y Hábitat, mediante 
instrumentos orientados a promover el goce efectivo y progresivo del derecho a la 
vivienda digna, priorizar el acceso a soluciones de vivienda formal para prevenir la 
informalidad habitacional y promover un desarrollo urbano ordenado, ampliar las 
alternativas de acceso, adquisición y tenencia; y fortalecer la financiación, la generación 
de oferta, la transformación digital y la agilización de trámites. 

Dichos instrumentos se desarrollarán con criterios de acceso efectivo, sostenibilidad 
fiscal, transparencia, enfoque territorial y orientación a resultados, en armonía con los 
principios de la Ley 2079 de 2021. 

Artículo 2°. Honra y reconocimiento. La Nación honra la memoria y reconoce el legado 
de Germán Vargas Lleras por sus aportes al diseño, promoción y ejecución de políticas 
públicas que ampliaron el acceso a la vivienda y contribuyeron a reducir el déficit 
habitacional, en particular mediante la coordinación entre la Nación, las entidades 
territoriales y el sector privado, la movilización de recursos públicos y privados, y una 
gestión pública orientada a resultados. 

En reconocimiento de este legado, la presente ley promueve la continuidad y el 
fortalecimiento de los instrumentos que hayan demostrado su capacidad para ampliar el 
acceso efectivo a la vivienda digna, sin perjuicio de su evaluación y adaptación a las 
condiciones del país. 

  

II INSTRUMENTOS PARA EL ACCESO Y LA FINANCIACIÓN DE VIVIENDA  

Artículo 3°. Estrategia Nacional para el Acceso a la Primera Vivienda. Créase la 
Estrategia Nacional para el Acceso a la Primera Vivienda, como marco legal que articula 
los instrumentos públicos y privados destinados a facilitar la adquisición de la primera 
vivienda de los hogares colombianos. 



 

 

 

 

La Estrategia integrará los mecanismos vigentes y los que se adopten a futuro, teniendo 
en cuenta el ahorro de los hogares, los subsidios familiares de vivienda, el crédito 
hipotecario, el leasing habitacional, las coberturas a la tasa de interés, las garantías 
crediticias y los demás instrumentos que contribuyan al cierre financiero. Reconocerá las 
distintas condiciones de ingreso, ahorro, capacidad de pago y acceso al sistema 
financiero, y establecerá rutas diferenciadas según la capacidad de cada hogar. 

Los programas del Gobierno nacional para la adquisición de primera vivienda se 
estructurarán conforme a estos lineamientos y articularán ahorro, subsidio y financiación. 
Los instrumentos no operarán de manera aislada cuando su integración sea necesaria 
para hacer viable la adquisición. 

La Estrategia podrá aplicarse a vivienda nueva o usada, siempre que se trate de 
soluciones habitacionales formales que cumplan las condiciones jurídicas, urbanísticas 
y técnicas aplicables. Los apoyos públicos se orientarán a la vivienda principal del hogar 
y no podrán destinarse a una segunda vivienda con fines de inversión, salvo las 
excepciones que establezca la reglamentación para hogares que, pese a haber sido 
propietarios, carezcan de una solución habitacional adecuada. 

 Artículo 4°. Continuidad de los programas y protección de subsidios reconocidos 
En aplicación de los principios de progresividad y no regresividad, el Estado preservará, 
evaluará y fortalecerá los programas e instrumentos que hayan demostrado resultados 
efectivos en el acceso a la vivienda. Sus condiciones no podrán suprimirse, suspenderse 
o reducirse sustancialmente sin justificación técnica, fiscal y social suficiente. 

Toda supresión, sustitución o modificación sustancial estará precedida de una evaluación 
pública de resultados e impactos, y de un análisis de necesidad, idoneidad, 
proporcionalidad e inexistencia de alternativas menos regresivas. La evaluación incluirá 
los efectos sobre hogares con procesos de adquisición o cierre financiero en curso, 
proyectos en ejecución y generación de nueva oferta. La decisión deberá ser 
expresamente motivada y acompañarse de medidas de transición o de instrumentos 
equivalentes que eviten interrupciones injustificadas y protejan los niveles de acceso 
efectivo a la vivienda alcanzados.  

La modificación o terminación de un programa, el cambio de Gobierno o la expedición 
de nuevas condiciones no afectarán, por sí solos, los subsidios asignados o reconocidos 
de manera definitiva e individualizada. Estos conservarán las condiciones esenciales y 
los plazos de su otorgamiento y desembolso, siempre que el hogar cumpla las 
obligaciones a su cargo. Cuando se hayan incorporado al cierre financiero de una 
promesa de compraventa o negocio equivalente y se hayan cumplido las condiciones 
exigibles, no podrán imponerse requisitos posteriores que impidan su desembolso, sin 
perjuicio de las causales legales de pérdida, restitución o revocatoria. 

Artículo 5°. Programación plurianual y continuidad de la política de vivienda. El El 
Gobierno nacional, a través del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, formulará,  



 

 

 

 

adoptará y actualizará un marco sectorial de programación plurianual de los instrumentos 
de acceso a la vivienda, de carácter indicativo, que sirva de insumo para la planeación y 
la programación presupuestal y guarde correspondencia con el Plan Nacional de 
Desarrollo, su Plan Plurianual de Inversiones, el Marco Fiscal de Mediano Plazo, el Marco 
de Gasto de Mediano Plazo y los demás instrumentos aplicables. 

El marco contendrá, como mínimo, las metas anuales y plurianuales; la población y los 
territorios priorizados; los recursos indicativos y sus posibles fuentes; los programas e 
instrumentos prioritarios y su horizonte de ejecución; los compromisos legalmente 
adquiridos y las necesidades de continuidad; las medidas de transición; y los indicadores 
de seguimiento y evaluación. 

La programación dará prioridad al cumplimiento de los compromisos legalmente 
adquiridos, a la culminación de las actuaciones en ejecución y a los instrumentos con 
resultados verificables, sin perjuicio de su evaluación de pertinencia, eficiencia, impacto 
y sostenibilidad fiscal.  

El marco sectorial no modificará ni sustituirá las normas orgánicas de planeación y 
presupuesto, ni constituirá autorización de gasto, apropiación, vigencia futura, 
compromiso de financiación o derecho adquirido a la asignación de recursos. Su 
ejecución estará sujeta a las disponibilidades presupuestales y al Marco Fiscal de 
Mediano Plazo. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio lo publicará y actualizará 
anualmente, junto con un informe de cumplimiento, en formatos abiertos, accesibles y 
comparables 

Artículo 6°. Articulación del subsidio familiar de vivienda con el ahorro y la 
financiación. Los subsidios familiares de vivienda destinados a la adquisición operarán 
como instrumentos de cierre financiero y podrán aplicarse al pago total o parcial de la 
cuota inicial, a la reducción del valor a financiar o a los demás componentes necesarios 
para hacer viable la adquisición. 

Cuando el hogar requiera financiación, la postulación, evaluación y asignación del 
subsidio se articularán con el ahorro, el crédito hipotecario, el leasing habitacional, las 
coberturas a la tasa de interés, las garantías crediticias y los demás recursos disponibles. 
Las entidades otorgantes y financiadoras establecerán procedimientos coordinados para 
determinar oportunamente el aporte de cada instrumento. La asignación o vigencia del 
subsidio no se afectará por demoras imputables exclusivamente a dichas entidades. 

Los subsidios del Gobierno nacional podrán concurrir y acumularse con los de las cajas 
de compensación familiar y las entidades territoriales, y serán complementarios a las 
demás fuentes concurrentes. 

El Gobierno nacional, por conducto del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y en 
coordinación con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, reglamentará, dentro de  



 

 

 

 

los seis (6) meses siguientes a la vigencia de esta ley, un mecanismo de apoyo a la cuota 
inicial para vivienda de interés social y prioritario, con enfoque territorial y criterios 
diferenciales. 

Lo dispuesto en este artículo no limitará el otorgamiento de subsidios en especie ni de 
otras soluciones habitacionales que no requieran crédito, ahorro previo o aportes del 
hogar, destinadas a población sin capacidad de acceder a financiación 

Artículo 7°. Determinación y estabilidad del precio de la vivienda de interés social 
y prioritario. Los valores expresados en salarios mínimos legales mensuales vigentes 
determinan el precio máximo aplicable para la clasificación de la vivienda de interés 
social y prioritario. 

Al celebrarse la promesa de compraventa o el negocio jurídico equivalente, el precio 
podrá establecerse como precio fijo en pesos, calculado a partir de los salarios mínimos 
correspondientes y de la proyección de su incremento hasta el año previsto para la 
entrega, caso en el cual no podrá modificarse por variaciones posteriores del salario 
mínimo; o como precio expresado en salarios mínimos, indicando el número de salarios 
y el año cierto de entrega, caso en el cual se liquidará con el salario mínimo vigente en 
dicho año. 

La promesa o el negocio equivalente indicará expresamente la modalidad de precio y el 
año cierto previsto para la entrega. En cualquiera de las modalidades, el precio respetará 
el valor máximo legal aplicable. 

Cuando la vivienda se entregue después del año previsto por causas imputables al 
constructor, promotor, vendedor o fideicomitente, el precio no podrá liquidarse ni 
ajustarse con el salario mínimo de una vigencia posterior. Se mantendrá el precio fijo 
pactado o el salario mínimo vigente en el año inicialmente previsto para la entrega. Esta 
restricción no aplicará en caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditados, que 
deberán informarse al promitente comprador tan pronto como se tenga conocimiento de 
ellos. Será ineficaz de pleno derecho toda estipulación que traslade al adquirente los 
incrementos derivados de una demora imputable al enajenador. 

Si la vivienda pactada en salarios mínimos se entrega antes del año previsto, se liquidará 
con el salario mínimo vigente en el año de la entrega efectiva. 

Parágrafo 1°. La promesa de compraventa o el negocio jurídico equivalente deberá 

indicar expresamente la modalidad utilizada para determinar el precio y el año cierto 

previsto para la entrega de la vivienda.  

Parágrafo 2°. Será ineficaz de pleno derecho toda estipulación que permita trasladar al 

adquirente los incrementos derivados del cambio de vigencia causado por una demora 

imputable al constructor, promotor, vendedor o fideicomitente. 

 



 

 

 

 

Parágrafo 3°. En cualquiera de las modalidades previstas, el precio deberá respetar el 

valor máximo legal aplicable para la clasificación de la vivienda como de interés social o 

de interés prioritario.  

Parágrafo 4°. Cuando el precio se establezca en salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, el enajenador deberá informar al adquirente, antes de la celebración del 
negocio jurídico, el valor equivalente en pesos a la fecha de la información, el carácter 
variable del valor final, la forma y oportunidad de su liquidación, los efectos que tendría 
un cambio en el año previsto para la entrega, así como los riesgos asociados a pactar el 
precio en esta modalidad. La información incluirá escenarios ilustrativos y no vinculantes 
de variación del salario mínimo, sin que estos sustituyan la modalidad de precio pactada. 
La publicidad y la información comercial deberán corresponder con las condiciones 
previstas en el contrato y estarán sometidas a las competencias de inspección, vigilancia 
y control de la Superintendencia de Industria y Comercio.  

Artículo 8°. Coberturas adaptables a la tasa de interés. El Gobierno nacional 
establecerá un sistema de coberturas a la tasa de interés aplicable a créditos hipotecarios 
y operaciones de leasing habitacional, para reducir el valor de las cuotas, facilitar el cierre 
financiero y ampliar el acceso efectivo a la vivienda. 

Las coberturas podrán otorgarse mediante un aporte periódico de monto fijo o variable, 
el reconocimiento de una parte de los intereses causados u otro mecanismo que reduzca 
de manera directa, transparente y verificable el costo de la financiación. El monto, la 
duración y las condiciones se establecerán por grupo de beneficiarios y permanecerán 
estables durante el periodo para el cual hayan sido reconocidas. Una vez reconocida la 
cobertura, no podrá modificarse en perjuicio del hogar. 

Para nuevas asignaciones, el Gobierno nacional las revisará periódicamente, 
considerando las tasas de mercado, la capacidad de pago, el valor y tipo de vivienda, las 
condiciones territoriales, la disponibilidad presupuestal y la sostenibilidad fiscal. 

El sistema comprenderá coberturas sociales, destinadas prioritariamente a la primera 
vivienda de interés social y prioritario, por hogares que requieran apoyo para completar 
el cierre financiero; y coberturas contracíclicas, de carácter temporal, destinadas a 
preservar el acceso al crédito cuando las condiciones macroeconómicas o la contracción 
del crédito reduzcan de manera significativa la adquisición de vivienda. Para hogares con 
menor capacidad de ahorro o pago, podrá priorizarse el apoyo a la cuota inicial o el 
subsidio directo cuando resulte más efectivo que la cobertura a la tasa. 

   

Parágrafo 1°. Una vez reconocida la cobertura, su monto o fórmula de cálculo, duración 
y condiciones esenciales no podrán modificarse en perjuicio del hogar beneficiario.  



 

 

 

 

Parágrafo 2°. Las coberturas solo podrán aplicarse a operaciones cuyas tasas de interés, 
márgenes de intermediación y demás condiciones financieras se encuentren dentro de 
los límites y parámetros establecidos por el Gobierno nacional. Las entidades 
financiadoras no podrán trasladar el valor del beneficio al precio de la financiación, a 
comisiones, seguros u otros cobros asociados a la operación.  

Parágrafo 3°. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en coordinación con el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, reglamentará las modalidades de cobertura, 
sus condiciones de acceso, permanencia y terminación, así como una metodología 
objetiva y verificable que establezca la fórmula para determinar y actualizar el monto de 
las coberturas aplicables a las nuevas asignaciones.   

Artículo 9°. Garantía especial para el acceso a vivienda de hogares con ingresos 
independientes, variables o provenientes de actividades económicas informales. 
En desarrollo del artículo 10 de la Ley 2079 de 2021, el Gobierno nacional estructurará, 
a través del Fondo Nacional de Garantías, una línea especial de garantías para facilitar 
el acceso al crédito hipotecario y al leasing habitacional de los hogares cuyos ingresos 
provengan, total o parcialmente, del trabajo independiente, de actividades informales, de 
la economía popular o de fuentes variables, estacionales o no salariales. 

Las condiciones de la garantía se determinarán con fundamento en estudios técnicos, 
financieros y actuariales. Podrán implementarse pilotos y mecanismos de coordinación 
con establecimientos de crédito, cooperativas, fondos de empleados, cajas de 
compensación familiar y demás entidades autorizadas para financiar vivienda. El 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y Fonvivienda podrán financiar, con los 
recursos apropiados en el Presupuesto General de la Nación, las primas, reservas, 
contingencias y demás costos asociados, dentro del marco fiscal aplicable. 

La garantía podrá concurrir con subsidios, coberturas a la tasa, ahorro previo y otros 
instrumentos, siempre que no exista doble cobertura de un mismo riesgo. Su 
otorgamiento no implicará la aprobación automática de la financiación ni sustituirá la 
evaluación de la capacidad de pago, la cual reconocerá las formas alternativas de 
acreditación previstas en esta ley y no podrá fundarse exclusivamente en una relación 
laboral formal, ingresos salariales o historial crediticio tradicional. 

El Gobierno nacional reglamentará la operación, la focalización, la distribución, 
reclamación y recuperación del riesgo, y las medidas para prevenir el fraude y el riesgo 
moral. 

Artículo 10°. Acreditación alternativa de ingresos y capacidad de pago. Las 
entidades que otorguen créditos hipotecarios o leasing habitacional permitirán que los 
hogares con ingresos independientes, variables, estacionales, no salariales o 
provenientes de actividades informales o de la economía popular acrediten sus ingresos 
y capacidad de pago mediante información financiera y no financiera pertinente, 
verificable y trazable, incluyendo, entre otras, la información del Sistema de Finanzas  



 

 

 

 

Abiertas, datos abiertos, flujos transaccionales, movimientos de cuentas, pagos 
recurrentes, facturación, registros de ventas, contratos, cotizaciones a seguridad social, 
declaraciones tributarias, ahorro periódico y cumplimiento de obligaciones de 
arrendamiento o servicios. 

La evaluación considerará de manera integral la capacidad y el comportamiento de pago. 
La inexistencia de una relación laboral formal, de ingresos salariales fijos o de historial 
crediticio tradicional no constituirá, por sí sola, causal suficiente para negar la 
financiación, sin que ello implique su aprobación automática. El tratamiento de la 
información se sujetará a las normas de protección de datos personales, hábeas data, 
reserva y seguridad de la información. 

Artículo 11°. Programa de Ahorro para la Primera Vivienda. Créase el Programa de 
Ahorro para la Primera Vivienda, dirigido a facilitar la formación progresiva de los 
recursos necesarios para la cuota inicial y demás costos asociados a la adquisición de 
vivienda. 

El Programa podrá ser operado por el Fondo Nacional del Ahorro, establecimientos de 
crédito, cooperativas de ahorro y crédito y demás entidades legalmente autorizadas, y 
permitirá la participación de hogares con ingresos salariales, independientes, variables, 
estacionales o provenientes de actividades económicas informales. 

El Gobierno nacional podrá establecer incentivos al ahorro periódico y cumplido, tales 
como aportes complementarios, priorización de los hogares que cumplan con las metas 
de ahorro para acceder a las garantías del Fondo Nacional de Garantías destinadas a 
créditos hipotecarios o leasing habitacional, reducción del costo de las primas de 
garantía, condiciones financieras favorables o atención prioritaria en los programas de 
acceso a primera vivienda. 

Los productos de ahorro creados o adaptados en desarrollo de este artículo tendrán 
requisitos simplificados, costos proporcionales, información clara y mecanismos de 
recaudo accesibles, incluidos canales digitales y sistemas de pago de bajo valor. La 
reglamentación podrá fijar condiciones diferenciales de permanencia, periodicidad y 
monto según la capacidad económica del hogar. La irregularidad propia de los ingresos 
variables o estacionales no constituirá, por sí sola, causal de exclusión. 

El ahorro acumulado podrá articularse con subsidios familiares de vivienda, coberturas a 
la tasa de interés, garantías crediticias, crédito hipotecario, leasing habitacional y 
subsidios de arrendamiento. 

Artículo 12°. Subsidio temporal de arrendamiento con ahorro para vivienda. El 
Gobierno nacional establecerá un subsidio temporal aplicable a contratos de 
arrendamiento o de arrendamiento con opción de compra, dirigido a hogares sin vivienda 
propia que aún no cuenten con el ahorro o la capacidad de financiación necesaria para 
adquirirla. 

 



 

 

 

 

El subsidio facilitará una solución habitacional adecuada y la transición hacia la 
adquisición. Podrá cubrir parcialmente el canon y se articulará con un ahorro 
programado. El programa podrá incorporar garantías destinadas a respaldar el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato, educación financiera y 
acompañamiento para el acceso posterior a financiación. 

El cumplimiento en el pago del canon y de las obligaciones de ahorro podrá reconocerse 
como antecedente para acreditar la capacidad y el comportamiento de pago, en los 
términos de la presente ley. Cumplidas las condiciones del programa, los hogares podrán 
recibir atención prioritaria en los instrumentos de primera vivienda, sin asignación 
automática de subsidio ni aprobación automática de financiación. 

Podrán participar entidades territoriales, cajas de compensación familiar, propietarios, 
inmobiliarias, gestores de vivienda, entidades financieras y organizaciones del sector 
solidario. 

La reglamentación fijará condiciones diferenciadas de ahorro según los ingresos y la 
capacidad del hogar. No podrá exigirse un ahorro que haga inviable la atención de sus 
necesidades básicas o su permanencia en el programa. Los recursos ahorrados serán 
de propiedad del hogar y podrán destinarse a vivienda nueva o usada, conforme a las 
condiciones del programa. 

Artículo 13°. Subsidios para el mejoramiento de vivienda y del entorno. Los 
subsidios de mejoramiento solo podrán aplicarse a viviendas ubicadas en desarrollos 
legalmente reconocidos o en asentamientos legalizados o susceptibles de legalización, 
conforme al plan de ordenamiento territorial y las normas aplicables. La condición de 
susceptibilidad de legalización será certificada por la autoridad municipal o distrital 
competente. No se otorgarán para viviendas en suelo de protección, áreas de especial 
importancia ambiental o zonas de riesgo no mitigable. 

Como regla general, se otorgarán en programas integrales que articulen la vivienda con 
el mejoramiento del entorno. Las entidades territoriales propiciarán la ejecución de 
proyectos de espacio público, movilidad, equipamientos, seguridad, servicios públicos y 
demás componentes del barrio o asentamiento. 

Excepcionalmente, podrán otorgarse subsidios de mejoramiento de manera individual 
cuando las condiciones técnicas, territoriales o sociales lo justifiquen, previo diagnóstico 
que identifique las deficiencias de la vivienda y demuestre que las obras mejorarán 
materialmente su seguridad, salubridad, accesibilidad o habitabilidad. 

El Gobierno nacional reglamentará la articulación entre el subsidio de mejoramiento y los 
proyectos de intervención del entorno, así como las condiciones de su otorgamiento 
excepcional. 

Para reducción de vulnerabilidad y reforzamiento estructural, el subsidio podrá concurrir 
con otros aportes públicos o privados y complementarse con créditos de mejoramiento, 
incluidas garantías del Fondo Nacional de Garantías y líneas de redescuento de  



 

 

 

 

FINDETER. El Gobierno nacional podrá articular a las entidades otorgantes, las 
entidades territoriales, las cajas de compensación, FINDETER, el Fondo Nacional de 
Garantías y los intermediarios financieros para facilitar el cierre financiero. 

El acceso al crédito y a las garantías se sujetará a las normas aplicables, al análisis de 
capacidad de pago y a las condiciones de cada programa. Cuando se usen líneas de 
redescuento con tasa compensada, el beneficio financiero deberá reflejarse en el crédito 
otorgado al hogar. 

 Artículo 14°. Incentivos a la concurrencia territorial para el acceso a la vivienda. El 

Gobierno nacional establecerá mecanismos de incentivo y cofinanciación para que los 

departamentos, municipios y distritos destinen recursos propios de libre disposición, 

suelo u otros aportes a programas de subsidio familiar de vivienda, cierre financiero, 

ahorro y acceso a primera vivienda. 

Para la asignación de recursos nacionales de cofinanciación y la priorización de 
programas podrán reconocerse, entre otros criterios, el esfuerzo fiscal territorial, la 
concurrencia de recursos o aportes, la continuidad de las inversiones, la reducción del 
déficit habitacional y el cumplimiento de metas verificables de acceso a vivienda. 

Los incentivos podrán consistir en mayores porcentajes de cofinanciación nacional, 
acceso preferente a asistencia técnica y estructuración de proyectos, garantías, líneas 
de crédito y demás instrumentos de financiación administrados por entidades nacionales. 
Los criterios de reconocimiento tendrán enfoque territorial y considerarán la categoría de 
la entidad territorial, su capacidad fiscal e institucional, la magnitud y características de 
su déficit habitacional y las condiciones urbanas y rurales de su población. 

Parágrafo. Lo dispuesto en este artículo no modifica las destinaciones constitucionales 

o legales del Sistema General de Participaciones ni impone a las entidades territoriales 

una destinación específica sobre dichos recursos.  

CAPÍTULO III INSTRUMENTOS PARA LA GENERACIÓN DE OFERTA DE VIVIENDA 

Artículo 15°. Competencia para la definición de los usos del suelo y localización de 
vivienda. La definición y regulación de los usos del suelo corresponde exclusivamente a 
los municipios y distritos, a través de los planes de ordenamiento territorial y de los 
instrumentos que los desarrollen o complementen, sin perjuicio de las determinantes de 
superior jerarquía establecidas en la Constitución y la ley. 

Las autoridades nacionales y las entidades responsables de la planeación, regulación, 
administración u operación de infraestructuras de transporte no podrán asignar, prohibir 
o exigir usos del suelo mediante conceptos, autorizaciones o pronunciamientos 
sectoriales. Dentro de sus competencias, podrán fijar las condiciones técnicas 
necesarias para la seguridad y adecuada operación de la infraestructura, incluidas 
alturas, superficies limitadoras de obstáculos, aislamientos, iluminación, interferencias,  



 

 

 

 

emisiones y demás restricciones expresamente previstas en la ley o los reglamentos. 
Corresponderá al municipio o distrito incorporar y armonizar dichas condiciones en su 
ordenamiento territorial. 

Las medidas de prevención, mitigación, corrección o compensación relacionadas con 
ruido y demás impactos ambientales serán determinadas por las autoridades 
ambientales competentes, sin perjuicio de las obligaciones de las licencias ambientales, 
planes de manejo ambiental y demás instrumentos aplicables. 

 

Artículo 16°. Procedimiento especial para la renovación urbana orientada a la 

generación de vivienda. Los municipios y distritos podrán adoptar un marco especial 

de renovación urbana para promover la generación de vivienda, recuperar sectores 

deteriorados o subutilizados y aprovechar de manera eficiente el suelo localizado dentro 

del perímetro urbano. 

El marco será de iniciativa del alcalde y se adoptará mediante acuerdo del Concejo. 
Podrán ajustarse las normas urbanísticas del plan de ordenamiento territorial relativas a 
tratamientos, usos del suelo, edificabilidad, índices de ocupación y construcción, alturas, 
volumetría, mezcla de usos y demás condiciones necesarias para la renovación urbana. 

Este procedimiento no estará sujeto a la concertación ambiental del artículo 24 de la Ley 
388 de 1997, siempre que las áreas del proyecto cumplan la totalidad de las siguientes 
condiciones: 

1.  Estén clasificadas como suelo urbano y localizadas dentro del perímetro urbano 
vigente. 

2.  No comprendan ni afecten áreas del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, reservas 
forestales, humedales, páramos, rondas hídricas, áreas de manejo especial, áreas 
de especial importancia ecosistémica ni otros elementos de protección ambiental. 

3.  No comprendan suelos de protección, zonas de amenaza alta o de riesgo no 
mitigable, ni áreas cuya ocupación esté prohibida o restringida por determinantes 
ambientales o de gestión del riesgo. 

4.  No comprendan parques, plazas, zonas verdes, áreas de cesión, bienes de uso 
público ni otros elementos del espacio público existente, salvo que la intervención 
los amplíe, recupere, proteja o mejore, sin disminuir su área, funcionalidad, valor 
ambiental o destinación colectiva. 

5.  No impliquen incorporar suelo rural, suburbano o de expansión urbana al perímetro 
urbano ni modificar la clasificación del suelo. 

6.  Cuenten con capacidad actual o proyectada para soportar las demandas de servicios 
públicos, movilidad, espacio público y equipamientos derivadas de la edificabilidad  

 



 

 

 

 

 

propuesta. Si se requiere ampliar esa capacidad, el proyecto identificará las obras, 
responsables, fuentes de financiación y condiciones de ejecución. 

7.  Tengan como finalidad principal la generación de oferta de vivienda e incorporen las 
obligaciones de vivienda de interés social y prioritario que determine el marco 
especial. 

8.  Establezcan las cargas urbanísticas, obligaciones, obras, cesiones o pagos 
compensatorios asociados a los aprovechamientos adicionales que se otorguen. 

La exclusión de la concertación ambiental no exime al municipio, al distrito, a los 
urbanizadores ni a los desarrolladores del cumplimiento de las normas ambientales, de 
gestión del riesgo, protección del espacio público, patrimonio cultural y servicios públicos 
aplicable a la ejecución de los proyectos. 

El municipio o distrito determinará cuándo el proyecto puede adelantarse directamente 
con licencias urbanísticas y cuándo, por su escala, complejidad, gestión asociada del 
suelo o impacto sobre los sistemas públicos, se requiere un plan parcial u otro 
instrumento de planificación intermedia. Esa exigencia deberá justificarse de manera 
expresa y no podrá convertirse en un requisito adicional cuando las normas del marco 
especial baste para el reparto de cargas y beneficios y la articulación del proyecto con 
los sistemas urbanos. 

Artículo 17°. Alcance de la concertación ambiental de los planes parciales 
generadores de vivienda. La concertación ambiental de los planes parciales se limitará 
a las determinantes aplicables y a la prevención, mitigación, corrección o compensación 
de los impactos ambientales directos del proyecto. 

La autoridad ambiental no podrá definir ni condicionar los usos del suelo, la edificabilidad, 
las alturas, la volumetría, las cargas urbanísticas, el reparto de cargas y beneficios, las 
obligaciones de vivienda social ni los mecanismos de gestión y financiación, sin perjuicio 
de las medidas estrictamente necesarias para atender impactos ambientales directos y 
técnicamente demostrados. 

Toda observación o requerimiento identificará la norma o determinante ambiental que lo 
sustenta y explicará su relación directa con el plan parcial. Las observaciones que no 
cumplan estas condiciones no suspenderán el término de la concertación. 

El Gobierno nacional, a través del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y del 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, reglamentará conjuntamente los criterios 
técnicos para delimitar los asuntos exclusivamente ambientales y garantizar el 
cumplimiento de los términos legales de la concertación. 

Artículo 18°. Transparencia y asignación objetiva de la capacidad de los servicios 
públicos para atender proyectos de vivienda. Las empresas prestadoras de servicios 
públicos domiciliarios, cualquiera sea su naturaleza, mantendrán y publicarán  



 

 

 

 

información actualizada, clara, verificable y georreferenciada sobre la capacidad 
instalada, comprometida y disponible de sus redes y sistemas, así como sobre las obras 
de ampliación previstas, sus fuentes de financiación y el plazo estimado de entrada en 
operación. 

La información permitirá identificar, por áreas o sectores, la capacidad disponible para 
nuevos desarrollos, las solicitudes en trámite, la capacidad reservada y las condiciones 
técnicas de prestación del servicio. La información cuya divulgación detallada pueda 
comprometer la seguridad de la infraestructura podrá publicarse de manera agregada, 
sin que ello permita ocultar la capacidad disponible, el orden de atención ni las decisiones 
de asignación. 

Las solicitudes de viabilidad, disponibilidad o conexión se atenderán en estricto orden 
cronológico de radicación completa. Los prestadores dejarán constancia pública de la 
fecha y hora de radicación y no podrán alterar el orden, reservar capacidad de manera 
discrecional ni exigir requisitos distintos de los previamente publicados, salvo las 
prioridades establecidas en la ley. La capacidad asignada quedará sujeta a los hitos y 
plazos de la reglamentación. Si el interesado no los cumple sin justificación, la reserva 
perderá vigencia y la capacidad se liberará para la siguiente solicitud. 

La negativa total o parcial de disponibilidad deberá sustentarse en información técnica 
verificable, identificar la limitación concreta de capacidad e indicar, cuando corresponda, 
las obras necesarias para superarla y el plazo estimado de ejecución. 

Las empresas prestadoras reportarán periódicamente al Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio y a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios el estado y 
proyección de sus redes, la capacidad disponible y comprometida, las solicitudes 
recibidas, las reservas otorgadas y las obras requeridas para la demanda futura. La 
Superintendencia verificará la integridad y consistencia de la información y ejercerá la 
inspección, vigilancia y control. El Gobierno nacional reglamentará la periodicidad, 
contenido, formato, desagregación y mecanismos de publicación y reporte. 

El incumplimiento injustificado de los deberes de publicación, reporte, actualización, 
motivación y asignación objetiva, así como el ocultamiento o alteración de la información 
y el desconocimiento del orden de atención, constituirá falta disciplinaria para los 
servidores públicos y los particulares sujetos a ese régimen, sin perjuicio de las 
responsabilidades administrativas, fiscales, civiles y penales a que haya lugar. 

Artículo 19°. Revisión y mejora de los reglamentos técnicos aplicables a la 
vivienda. El Gobierno nacional, por conducto del Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio y con la participación de las entidades reguladoras competentes, adelantará la 
revisión periódica de los reglamentos técnicos y de los procedimientos de evaluación de 
la conformidad que incidan en el diseño, licenciamiento, construcción, certificación o 
entrega de vivienda. 

 



 

 

 

 

La revisión se realizará mediante análisis de impacto normativo y determinará si las 
exigencias vigentes: a) generan costos o demoras desproporcionados frente al riesgo 
que buscan prevenir; b) duplican controles o requisitos de otras autoridades; c) han 
perdido sustento técnico o resultan incompatibles con nuevos sistemas constructivos; o 
d) pueden sustituirse por alternativas menos gravosas que garanticen un nivel igual o 
superior de protección. 

Con fundamento en sus resultados, las autoridades competentes simplificarán, 
armonizarán, actualizarán o eliminarán requisitos innecesarios y reconocerán, cuando 
resulte técnicamente procedente, métodos, certificaciones o soluciones equivalentes. 
Esta revisión no podrá disminuir de manera injustificada los niveles de seguridad 
estructural, protección contra incendios, salubridad, accesibilidad, habitabilidad, 
sostenibilidad, calidad de la vivienda o protección de sus adquirentes. 

Paragrafo transitorio. Dentro de los doce (12) meses siguientes a la vigencia de la 
presente ley, el Gobierno nacional publicará un inventario de los reglamentos técnicos 
aplicables a la construcción de vivienda y un cronograma de revisión prioritaria de 
aquellos con evidencias de mayores costos, demoras, duplicidades o dificultades de 
aplicación. 

Artículo 20°. Financiación de largo plazo para vivienda en arrendamiento 
asequible. El Gobierno nacional estructurará mecanismos de financiación de largo plazo 
para la construcción, adquisición, adecuación o rehabilitación de proyectos destinados al 
arrendamiento de vivienda para hogares de menores ingresos. Estos mecanismos 
podrán comprender líneas de crédito y redescuento, coberturas o subsidios a la tasa de 
interés, garantías, adquisición o refinanciación de cartera, titularización y demás 
instrumentos que movilicen recursos públicos y privados. 

Los beneficios se otorgarán únicamente a proyectos que aseguren la destinación de las 
viviendas al arrendamiento asequible durante el periodo que establezca el Gobierno 
nacional. Las condiciones de financiación deberán reflejarse en menores cánones, mayor 
estabilidad contractual o mejores condiciones de acceso para los hogares beneficiarios. 

Para acceder a los beneficios, los proyectos acreditarán criterios verificables de 
asequibilidad definidos en relación con el ingreso de los hogares, un periodo mínimo de 
destinación al arrendamiento asequible, reglas transparentes de selección, reporte 
periódico de cánones y ocupación, y mecanismos de protección de los arrendatarios. La 
reglamentación establecerá la restitución total o proporcional de los beneficios cuando 
se incumpla la destinación o las condiciones de asequibilidad. 

Las entidades territoriales, en el marco de sus competencias y autonomía fiscal, podrán 
adoptar incentivos para estos proyectos. El Gobierno nacional evaluará la pertinencia de 
incentivos tributarios nacionales y, de proponerlos o avalarlos, cuantificará su costo y 
definirá su duración, focalización, evaluación y mecanismo de recuperación por 
incumplimiento, de conformidad con la Constitución Política y el artículo 7° de la Ley 819 
de 2003. 



 

 

 

 

Los instrumentos previstos en este artículo podrán ser administrados por entidades 
financieras públicas, establecimientos de crédito, sociedades fiduciarias u otros 
vehículos autorizados, y podrán contar con la participación de inversionistas 
institucionales, entidades territoriales, cajas de compensación familiar y organismos de 
cooperación. 

El Gobierno nacional reglamentará la elegibilidad de los proyectos, la focalización de los 
hogares, las condiciones de permanencia, el seguimiento y las consecuencias del 
incumplimiento. 

Parágrafo. Los instrumentos previstos en este artículo podrán ser administrados por 

entidades financieras públicas, establecimientos de crédito, sociedades fiduciarias u 

otros vehículos autorizados, y podrán contar con la participación de inversionistas 

institucionales, entidades territoriales, cajas de compensación familiar y organismos de 

cooperación.  

   

CAPÍTULO IV TRANSFORMACIÓN DIGITAL, INTEROPERABILIDAD Y 

AGILIZACIÓN DE TRÁMITES DE VIVIENDA  

Artículo 21°. Interoperabilidad para la asignación de subsidios de vivienda. La 
postulación, verificación, priorización y asignación de subsidios de vivienda se realizará 
mediante sistemas interoperables y cruces de bases de datos que permitan aplicar, de 
manera objetiva, transparente y auditable, los requisitos y criterios de focalización de 
cada programa. 

Las entidades públicas, las entidades territoriales, las cajas de compensación familiar y 
los demás administradores de subsidios intercambiarán la información necesaria. No 
podrá exigirse al hogar documentos o certificaciones que reposen en bases de datos 
públicas o que la entidad competente pueda consultar directamente. 

Los sistemas garantizarán la trazabilidad de las decisiones, el acceso de los postulantes 
a la información utilizada y la posibilidad de corregir o actualizar datos y de revisar 
decisiones adoptadas con información incompleta, desactualizada o inconsistente. El 
tratamiento de la información se sujetará a la protección de datos personales. El 
Gobierno nacional reglamentará los estándares de interoperabilidad, calidad y 
trazabilidad. 

Artículo 22°. Pilotos de escrituración y registro electrónicos. El Gobierno nacional, 
por conducto del Ministerio de Justicia y del Derecho y de la Superintendencia de 
Notariado y Registro, implementará pilotos para realizar por medios electrónicos la 
escrituración y el registro de la adquisición y financiación de vivienda. 

 



 

 

 

 

En los pilotos podrán participar notarías, oficinas de registro, entidades territoriales, 
entidades financie. Estos comprenderán la identificación de los otorgantes, la validación 
de documentos, la liquidación y pago de impuestos y derechos, el otorgamiento de la 
escritura pública y su registro. 

El Gobierno nacional podrá constituir un patrimonio autónomo u otro mecanismo 
especial, con recursos públicos, aportes privados voluntarios y cooperación, 
administrado con un comité técnico público-privado de mayoría pública, cuyas decisiones 
e informes serán públicos. La implementación garantizará autenticidad, integridad, 
trazabilidad, protección de datos, neutralidad tecnológica, interoperabilidad y acceso de 
quienes no dispongan de medios digitales. 

Parágrafo. Los aportantes privados no intervendrán en el otorgamiento de escrituras, la 
calificación registral ni en asuntos de su interés particular. Su participación no les 
conferirá acceso privilegiado ni ventajas en los servicios notariales o registrales. No podrá 
delegarse en particulares la fe pública notarial ni la calificación registral. Los actos del 
patrimonio autónomo se regirán por el derecho privado, con sujeción a los principios de 
la función administrativa, inhabilidades, control fiscal y publicidad. Quien participe como 
proponente se abstendrá de decidir sobre esa contratación. 

Artículo 23°. Descongestión y calificación remota de instrumentos públicos. La 
Superintendencia de Notariado y Registro implementará un mecanismo permanente de 
descongestión que permita la calificación remota de los instrumentos relacionados con 
la adquisición, financiación, construcción y transferencia de vivienda. 

Podrá reasignar electrónicamente los trámites entre servidores y oficinas con capacidad 
disponible, según congestión, antigüedad y complejidad. El mecanismo garantizará 
trazabilidad, seguridad, criterios uniformes y control de calidad. La calificación remota no 
modificará la competencia territorial ni la responsabilidad de la oficina de registro. 

La Superintendencia publicará periódicamente tiempos, trámites pendientes, 
devoluciones y resultados, y adoptará medidas de mejora en las oficinas con retrasos 
reiterados. 

   

CAPÍTULO V DISPOSICIONES HONORÍFICAS Y FINALES 

Artículo 24°. Homenaje institucional. El Congreso de la República, honra la memoria 
de Germán Vargas Lleras y reconoce sus aportes a la política de vivienda y hábitat, en 
especial la articulación institucional, la movilización de recursos y la ejecución de 
programas orientados a ampliar el acceso efectivo a la vivienda. 

Copia de la presente ley será entregada por el Congreso de la República a sus familiares, 
en nota de estilo. 

 



 

 

 

Artículo 25°. Orden al Mérito ‘Germán Vargas Lleras por la Vivienda y el Hábitat’. 
Créase la Orden al Mérito “Germán Vargas Lleras por la Vivienda y el Hábitat”, distinción 
honorífica para reconocer a personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, 
nacionales o extranjeras, que hayan realizado contribuciones excepcionales, verificables 
y sostenibles al acceso a la vivienda, a la reducción del déficit habitacional o a la 
transformación de los territorios mediante políticas, programas o proyectos de vivienda y 
hábitat. 

La Orden será conferida por el presidente de la República, con fundamento en criterios 
objetivos de impacto, innovación, continuidad, articulación institucional y orientación a 
resultados. El Gobierno nacional reglamentará sus categorías, condiciones y 
procedimiento de otorgamiento. 

La Orden tendrá carácter honorífico y no implicará la creación de entidades, cargos, 
plantas ni apropiaciones distintas de las estrictamente necesarias para la placa y el acto 
de instalación. 

Artículo 25A. Salón Germán Vargas Lleras. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio denominará un salón, recinto o auditorio de su sede administrativa principal, 
ubicada en la Carrera 6 No. 8-77 de Bogotá D.C., conocida como “La Botica”, como 
“Salón Germán Vargas Lleras”. 

En dicho recinto se instalará una placa en nota de estilo. El Ministerio fijará la ubicación 
exacta y realizará el acto protocolario de denominación, con invitación a los familiares y 
al Congreso de la República. 

La denominación tendrá carácter honorífico y no implicará la creación de entidades, 
cargos, plantas ni apropiaciones distintas de las estrictamente necesarias para la placa 
y el acto de instalación. 

Artículo 26°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y se aplicará 
armónicamente con las Leyes 1537 de 2012 y 2079 de 2021 y con las demás normas 
aplicables en materia de vivienda, ordenamiento territorial, planeación y presupuesto 
público.  

 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE.  
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El presente proyecto de ley tiene un doble propósito. De un lado, honrar la memoria y 
reconocer el legado de Germán Vargas Lleras en el diseño, la promoción, la gestión y la 
ejecución de una política pública de vivienda que demostró capacidad de producir 
resultados verificables: ampliar el acceso formal a la vivienda, reducir el déficit 
habitacional cuantitativo y convertir una necesidad social en programas concretos, 
ejecutables y medibles. De otro lado, fortalecer —en complemento de las Leyes 1537 de 
2012 y 2079 de 2021— la Política de Estado de Vivienda y Hábitat, para que los 
instrumentos que funcionaron no queden a merced del ciclo político, ni de la 
discontinuidad presupuestal. 

Con este proyecto se busca una continuidad institucional: protección de subsidios ya 
reconocidos, programación plurianual, articulación de ahorro, subsidio y crédito, inclusión 
de hogares con ingresos informales o variables, generación ordenada de oferta, y 
agilización digital de trámites. Esa es la forma más seria de honrar un legado de gestió, 
visión y resultados: convertir la politica de vivienda en política de Estado. 

II. El legado de una política de resultados 

2.1. De la exclusión financiera al acceso real y efectivo. 

Durante décadas, la política de vivienda en Colombia operó con un sesgo de exclusión: 
el subsidio de vivienda en la práctica exigía que el hogar completara el valor con un 
crédito hipotecario. Esa condición dejó por fuera a cientos de miles de familias cuyos 
ingresos no alcanzaban para ser sujetos de crédito. Germán Vargas Lleras, primero 
como ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio (2012-2013) y después como 
vicepresidente de la República con responsabilidades en vivienda e infraestructura 
(2014-2017), impulsó un giro de arquitectura institucional: el Estado debía ofrecer rutas 
diferenciadas según la capacidad real de cada hogar, y no un único camino diseñado 
para quien ya estaba bancarizado. 

Ese giro se materializó en tres pilares que hoy constituyen el núcleo del legado de 
German vargas lleras 

• Vivienda 100 % subsidiada para hogares en pobreza extrema y alta vulnerabilidad, 
que no tenían capacidad de ahorro ni de crédito. La Ley 1537 de 2012 y el programa 
de las 100.000 viviendas gratuitas, ampliado posteriormente, demostraron que era 
posible estructurar oferta formal, con constructores, banca de constructor, seguros y 
focalización, sin exigir al hogar un cierre financiero que no podía cumplir. 

 

• Subsidio a la cuota inicial y cobertura a la tasa de interés (FRECH) para hogares con 
alguna capacidad de pago, articulados en el programa Mi Casa Ya. El Estado dejó 
de operar como simple ventanilla y pasó a ser socio del cierre financiero, junto con 
las cajas de compensación, los establecimientos de crédito y el ahorro del hogar. 

 



 

 
 
 
 

• Programas intermedios como VIPA, orientados a hogares de un salario mínimo, con 
cuotas fijas asequibles, de modo que la política no se partiera en dos extremos —
vivienda gratis o crédito de mercado— sino que cubriera el espectro de capacidades. 

 

La evidencia de gestión es conocida y verificable. El programa de vivienda gratuita se 
desplegó en cientos de municipios, con inversión social y más de 100.000 soluciones 
entregadas a hogares que de otro modo habrían permanecido en informalidad o en 
hacinamiento. Mi Casa Ya articuló, por primera vez de manera masiva y operativa, a 
constructores, banca y Estado alrededor de la VIS y la VIP. En el periodo de mayor 
impulso, el déficit cuantitativo se redujo de manera significativa: de cerca de 942.000 
hogares en 2010 a unos 639.000 en 2016, según los balances de la propia política. Ese 
resultado fue producto de ejecución, de recursos plurianuales y de reglas claras para el 
sector privado. 

2.2. “Mejor es vivienda” como doctrina de una política integral 

El programa de gobierno y la propuesta de política pública conocida como “Mejor es 
vivienda”, elaborada en el marco del trabajo colectivo de la Fundación Carlos Lleras 
Restrepo, condensó esa experiencia en una doctrina simple y exigente: la vivienda no es 
solo un subsidio, es el eje que mejora la calidad de vida de las familias, jalona más de 
treinta sectores de la economía y genera empleo formal. Por eso la política debe ser 
ambiciosa en metas, integral en instrumentos y previsible en el tiempo. 

Esa doctrina descansaba en pilares que este proyecto recoge y actualiza: 

• Vivienda y entorno habitacional. No basta entregar una unidad: hay que construir 
ciudad. Agua potable, saneamiento, espacio público, movilidad y equipamientos son 
condición de habitabilidad. 

• Metas de producción formal. La formación anual de nuevos hogares —del orden de 
250.000— exige generar, como mínimo, cerca de 300.000 soluciones de calidad al 
año si se quiere atender la demanda nueva y reducir el déficit acumulado. “Mejor es 
vivienda” planteó construir 1.200.000 viviendas en un cuatrienio (700.000 de interés 
social, 100.000 de ellas rurales, y 500.000 de otros segmentos), con inversión 
pública anual del orden de 4,2 billones de pesos, incluyendo el aporte de las cajas 
de compensación. 

• Gestión de suelo urbanizable. Sin suelo habilitado no hay oferta. Por eso se propuso 
un Programa Nacional de Gestión del Suelo y la habilitación de miles de hectáreas 
para vivienda. 

• Integración de instrumentos. Subsidio a la cuota inicial y cobertura a la tasa no 
pueden operar en ventanillas separadas, con plazos incompatibles y requisitos 
contradictorios. Deben ser un sistema sencillo, sin trámites innecesarios. 

• Financiación diversa. Crédito hipotecario, leasing habitacional, ahorro programado y 
garantías para quienes tienen ingresos independientes o informales. 



 

 

 

 

Este proyecto traduce esa visión a normas permanentes, compatibles con el Marco Fiscal 
de Mediano Plazo y con las Leyes 1537 de 2012 y 2079 de 2021, que ya reconocieron 
la vivienda como política de Estado. Lo que faltaba y lo que la experiencia reciente volvió 
urgente. Blindar la continuidad de los instrumentos que funcionan. 

III. Por qué legislar para una vivienda digna 

El derecho a la vivienda digna, reconocido en el artículo 51 de la Constitución Política, 

es un derecho de carácter prestacional cuya garantía es progresiva. Esa progresividad 
tiene un correlato: la no regresividad. Un Estado no puede construir durante una década 
una arquitectura de acceso, subsidios reconocidos, proyectos en obra, promesas de 
compraventa con cierre financiero, coberturas de tasa ya asignadas y luego desmontarla 
por agotamiento presupuestal, cambio de énfasis o simple interrupción administrativa, 
sin evaluación pública ni medidas de transición. 

Eso es, precisamente, lo que ha ocurrido con parte de la política de acceso en los años 
recientes. 

El Informe Económico 125 de Camacol (28 de septiembre de 2026) documenta que, 
desde su creación en 2015, Mi Casa Ya se consolidó como el principal instrumento para 
facilitar el acceso de los hogares a la vivienda formal, al articular ahorro, subsidio y crédito 
y resolver el cierre financiero de los hogares de menores ingresos. En más de una 
década de operación benefició a 368 mil hogares. En 2021, siete de cada diez viviendas 
sociales vendidas en el país contaban con un subsidio a la compra: se asignaron 66.966 
subsidios, equivalentes al 73,1 % de las entregas VIS. En 2021 y 2022 el programa 
otorgó más de 65 mil subsidios anuales. 

A partir de 2022 se observa un punto de inflexión. Según el mismo informe, las 
modificaciones en los criterios de acceso, los mecanismos de asignación y la operación 
del programa, junto con reducciones presupuestales, disminuyeron el número de 
subsidios y aumentaron la incertidumbre para los hogares en proceso de compra. El 
Decreto 490 de 2023 sustituyó el criterio de ingresos medido en salarios mínimos por la 
clasificación Sisbén IV (A1 a D20) y creó una fase de priorización por puntaje. En la 
práctica, ello rompió la correspondencia directa entre el nivel de ingreso del hogar, el 
subsidio y el crédito. A ello se sumaron el retraso en las coberturas de 2022, la 
preasignación restringida a VIP en 2024 y la Circular 012 del 16 de diciembre de 2024, 
que suspendió en la práctica las nuevas postulaciones. 

El resultado es verificable. Las asignaciones pasaron de un promedio de 59 mil entre 
2022 y 2024 a 8.670 en 2025 y a 250 al 2 de septiembre de 2026 (0,5 % de las de 2024). 
Las coberturas FRECH se agotaron o se suspendieron para nuevas asignaciones. 
Hogares que ya habían celebrado promesas de compraventa quedaron sin el 
instrumento con el que habían estructurado su cierre financiero. Camacol concluye que,  

 



 

 

 

 

 

sin un instrumento estable de ahorro-subsidio-crédito, ese cierre se rompe y se estimula 
la informalidad habitacional. 

 

 

El déficit habitacional total sigue siendo estructural. Según la Encuesta Nacional de 
Calidad de Vida del DANE, en 2025 se ubicó cerca del 25,6 % de los hogares —alrededor 
de 4,81 millones—, con un componente cuantitativo del 6,3 % (1,18 millones) y uno 
cualitativo del 19,3 % (3,63 millones). El déficit rural supera el 58 %. Reducir el indicador 
agregado no equivale a haber resuelto el acceso formal de los hogares de menores 
ingresos ni a haber sostenido la producción de VIS y VIP. 

La discontinuidad no es solo un problema social. Es un problema de eficiencia del gasto. 
Cuando se interrumpe un programa en marcha se pierden economías de escala, se 
encarece la reactivación, se frustran proyectos, se deteriora la confianza del sector 
constructor y financiero, y se obliga a los hogares a volver a la informalidad o al arriendo 
precario. Proteger lo que funciona es, también, una regla de buena administración fiscal. 

El ICC cerró agosto en 15,5 %. Sigue en terreno positivo y 17,9 puntos por encima de 
agosto de 2025 (−2,4 %). Es decir, respecto al año pasado el consumidor está mejor. En 
el mismo mes en que la confianza general sigue verde, la disposición a comprar casa 
cae a −25,7 % (−3,5 pp frente a julio y −12,9 pp frente a agosto de 2025). Muebles y 
electrodomésticos suben a +4,2 % y vehículos mejoran a −18,6 %. El único gran rubro 
que se deteriora mes a mes y año a año es la vivienda. 



 

 

 

 

El problema no es que el colombiano “no quiera gastar”. El problema es que el cierre 
financiero de la vivienda se rompió: sin certeza de subsidio, sin cobertura de tasa y 
con precio VIS atado a un salario mínimo que saltó, la confianza no alcanza para firmar 
promesa de compraventa.  

Fedesarrollo registra un consumidor que confía más que en 2025 (ICC 15,5 %), pero que 
no se anima a comprar vivienda (−25,7 %). La brecha entre confianza general y 
disposición a adquirir casa demuestra que el cuello de botella no es el ánimo del hogar, 
sino la ausencia de los instrumentos de cierre financiero que este proyecto restablece. 

 

 

IV. Fundamento constitucional y legal 

El artículo 51 de la Constitución Política impone al Estado el deber de promover planes 
de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas 
asociativas de ejecución. El artículo 334 le atribuye la dirección general de la economía 
y la intervención para racionalizar el gasto y mejorar la calidad de vida. El artículo 2º 
consagra como fines esenciales del Estado servir a la comunidad y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes. 

En el plano legal, la Ley 3ª de 1991 creó el Sistema Nacional de Vivienda de Interés 
Social y el subsidio familiar de vivienda. La Ley 388 de 1997 atribuyó a municipios y 
distritos la competencia de ordenamiento territorial. La Ley 1537 de 2012 —pieza central 
de la gestión de Vargas Lleras— creó instrumentos para el acceso efectivo de la  



 

 

 

 

población más vulnerable, incluyendo el subsidio 100 % en especie, y sentó las bases 
operativas de la vivienda gratuita y de la articulación con el sector privado. La Ley 2079 
de 2021 reconoció expresamente la política de hábitat y vivienda como política de Estado 
y abrió la puerta a mecanismos de garantía para hogares con ingresos no salariales. 

Este proyecto complementa ese marco normativo, en lo que ha mostrado ser su flanco 
débil: la intermitencia. Introduce reglas de continuidad, de no regresividad procedimental, 
de programación indicativa plurianual, de estabilidad del precio VIS/VIP, de coberturas 
adaptables, de acreditación alternativa de ingresos y de agilización de trámites. 

VI. Impacto fiscal 

De conformidad con el artículo 7º de la Ley 819 de 2003, se precisa lo siguiente. Varios 
de los artículos son de carácter orgánico-regulatorio, procedimental o honorífico y no 
generan gasto (honra, estabilidad de precios VIS/VIP, competencia de usos del suelo, 
delimitación de la concertación ambiental, transparencia de servicios públicos, revisión 
de reglamentos técnicos, interoperabilidad, calificación remota, Orden al Mérito). 

Los instrumentos de subsidio, cobertura, garantía, ahorro incentivado, arriendo temporal 
y cofinanciación territorial no constituyen, por sí mismos, autorización de gasto, 
apropiación, vigencia futura ni derecho adquirido a recursos. El artículo 5º lo dice de 
manera expresa respecto del marco plurianual. Su ejecución queda sujeta a las 
disponibilidades del Presupuesto General de la Nación, al Marco Fiscal de Mediano 
Plazo y a la reglamentación del Gobierno nacional. Donde se habilitan incentivos 
tributarios (artículo 20º), se impone el deber de cuantificar costo, duración, focalización y 
mecanismo de recuperación, en los términos de la Ley 819 de 2003. 

En ese sentido, el proyecto ordena la política y protege lo que ya esta reconocido; no 
crea un gasto nuevo. Por el contrario, al evitar interrupciones, reducir trámites y articular 
fuentes (Nación, cajas, territorios, banca y ahorro de los hogares), busca mejorar la 
eficiencia de cada peso público invertido en vivienda. 

 

VII. Conclusión 

Germán Vargas Lleras demostró que la política de vivienda efectiva se ve reflejada en 
ejecución: leyes tramitadas, patrimonios autónomos estructurados, constructores y 
banca convocados, hogares focalizados y metas cumplidas. “Mejor es vivienda” recogió 
esa lección y la formuló como programa de Estado: más oferta formal, más instrumentos 
de cierre financiero, más suelo, más entorno, más previsibilidad. 

 

 



 

 

 

 

 

Este proyecto honra esa memoria del único modo que importa a las familias que aún 
esperan un techo propio: impidiendo que lo que funcionó se desmonte sin evaluación, 
que un subsidio ya reconocido se pierda con el cambio de Gobierno, que el hogar 
informal quede otra vez no pueda tener un crédito, y que la oferta se quede en trámites, 
viabilidades opacas y normas urbanas inciertas. 

La vivienda digna se construye con reglas estables, recursos previsibles, rutas 
diferenciadas y ejecución. Eso fue el legado. Eso es lo que esta ley se propone convertir 
en política permanente de la Nación. 

De los honorables Congresistas, 

 


